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Tenemos dicho desde la STC.31/1981, que la presun­
ción de inocencia está explícitamente.incluida en el ámbi­
to del amparo, y que 'corresponde al Tribunal. Consti­
tucional estimar si dicha presunción iuris tantum ha que­
dado desvirtuada. Estimación que ha de hacerse con
respeto al·..principio de libre apreciación de la prueba

. por parte del Tribunal penal y a la propia configuraCión
del recurso de amparo.

La función de este Tribunal Constitucional, en defi­
nitiva, cuando se alega I.a presunción de inocencia, con­
siste en verificar si ha existido una actividad probatoria,
producida con todas las garantías procesales y que, de
algún modo, pueda entenderse de.cargo, de la que se
pueda deducir laculpabilidad del demandante;',

La Sentencia de ia Audiencia Provincial de Málaga
considera que los hechos probados constituyen un delito
contra la salud pública y se apoya para ello_en los siguien­
tes datos: 1) La actuación de la policía al intervenir en
la diligencia de entrada y registro; 2) las declaraciones
efectuadas en el acto del juicio oral por los funcionarios
de policía que intervinieron en la vigilancia de la vivienda
del acusado y comprobaron que era frecuentada por
numerosos toxicómanos; 3) las declaraciones de la
madre de ,un toxicómano que afirmó ante el Juzgado
de Instrucción que el acusado era quien suministraba
droga a su hijo, ·aun ,cuando se retractó en el actó del
juicio oral en favor delréo.· .

Resultan inexactas, por tanto, las afirmaciones del
demandante de amparo en cuantQ a que la única prueba
qu~ sustentó la' condena fuese la ocupación de la droga
en su'domicilio a consecuencia de la entrada. y registro.
Aun prescidiendo de' esta prueba, tachada. de inválida
por el recurrente, el tribunal penal fundó su faHo en las
siguientes pruebas practicadas y tenidas en cuenta en
la Sentencia: .

A) Los policías que habían efectuado ,la vigilancia
del domicHio del acusado, declararon en el acto del juicio
oral sobre las frecuentes visitas de toxicómanos al mis­
mo. Estas declara'Ciones, junto a otras, con un contenido
propiamente referencial, verbigracia el conocimiento a
través de terceros de que el acusado se dedicaba al
tráfico de drogas, incorporan al relato de hechos lo per­
cibido directamente por los funcionarios, lo que cons-
tituye prueba indiciaria.-., . . ,

Este Tribunal ha considerado admisible la pruebaindi­
ciaria siempre que,cQn base en un hecho plenamente

. acreditado, pueda inf~.rirse la existencia de otro por haber
entre ambos un enlace preciso y directo, según las reglas
del criterio humano mediante un proceso mental razo­
nado. Se trata pues, de una operación lógica consistente
en un razonamiento inductivo, cuyo discurso ha 'de refle­
jarse en la Sente~cia (SSTC 174/1985, 175/1985,
217/1989,40/1990 y 93/1994).

B) Respecto a la prueba consistente en la decla­
ración de la testigo doña Antonia Bracho, quien en el
acto del juicio oral se retractó de sus anterjores mani­
festaciones inculpatorias, se constata que el Tribunal pro­
cedió conforme a lo establecido en el arto 714 L.E.Crim.

El valor de ambas pruebas (A y B) fue razc;mado sufi­
cientemente como fundamento de la Sentencia conde­
natoria, por. lo que· el.resultado de tales apreciaciones
esirrevisable en vía constitucional; al ser valoradas esas
pruebas en 'el ejercicio de una facultad perteneciente
a la,potestad jurisdiccional que elart. 117.3 C..E. atribuye
en exclusiva a Jueces y Tribunales (STC 80/1986, entre
otras muchas). ,

En consecuencia, verificada la existencia de la exigible
actividad probatoria de cargo, con todas las garantías,
se. llega a la conclusión de que no se ha producido la
vulneración del derecho reconocido en el arto 24.2 C.E.
a la presunción'de inocencia.

FALLO

En . atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
'Deneg~r el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

. Dada en Madrid, a once de diciembre de mil nove­
cientos noventa y cinco........Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón."'-Manuel
Jiménez de Pargay Cabrera.-Javier Delgado Barrio.-Fir­
mado y rubricado.

746 Sala Primera. Sentencia 183/1995, de 11 de
diciembre de. 1995. Recurso de amparo
1.560/1994. Contra Sentencia de la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo que estima recur­
so de casación promovido contra la dictada
en apelación por la Audiencia Provincial de .
Barcelona en autos seguidos por el cauce de
la Ley Orgánica 1/1982. Supuesta vulnera­
ción a la libertad de expresión: indebidá intro­
misión en el honor de. una persona jurídica.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Pargay
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha

, pronunciado

EN NOMBRE DEL REY,

la siguient~

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.560/94, promovido
por don José RamónCorreaJ Modol y «Diario de la Maña­
na, S.A.», bajo la representación p'rocesal del Procurador
de los Tribunales. don S~turnino Estévez Rodríguez y la
asistencia letrada del Abogado don José María Moragues
Serna, contra la Sentencia de la Saja Primera del Tribunal
Supremo, de 5 de abril de 1994, que estimó el recurso
de casación promovido contra la dictada en apelación

,por la Audiencia Provincial de Barcelona en autos segui­
dos por el cauce de la Ley Orgttnica 1/1982, de pro­
tección del derecho al honor, a la' intimidad ya la propia
imagen. Han sido parte la mercantil «Luxury, S.A.», don
Pablo Jqrge Miguelsanz y don, Pedro Cortés Espuñes,
representado por el Procurador Sr. Sánchez Masa y bajo
la asistencia letrada del Sr. Lázáro'. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponénte 'el Magistrado don
Vic~nte Gimeno Sendra,quien expresa el parecér de
la Sala.'

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 11 de mayo de 1994, don Saturnino Estévez Rodrí­
guez, Procurador de los Tribunales y de don José Ramón
Correal Modal y «Diario de la Mañana, S.A.», interpuso
recurso de amparo' constitucional contra la Sentencia
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 5 de abril
de 1994, por la que se estima el recurso de casación
promovido contra la dictada en apelación por la Audien­
cia Provincial de Barcelona, de 8 de octubre de 1990,
en autos sobre derecho al honor ya la propia imagen.



Boe núm. 11. Suplemento

/

Viernes 12 enero 1996 33

2. La demanda se basa en los siguientes' hechos:
a) En su edición de 7 de diciembre. de 1987, el

«Diario de la Mañana)), bajo la dirección del también
recurrente S~. Correal Modol, publi~ó un reportaje titu­
lado «Los' andorranos buscan en el Seu sus paraíso$
prohibidos)), con los subtítulos «Atravesar la frontera se
convierte para ellos en garantía de placeres vetados)):
el «chocolate)), las revistas ye.1 «relax)) -atrae a chicos
y cuarentones)); «La localidad fronteriza es un «oasis))
para 'amantes de la noche)); «La presión policial propicia
este tip~ de "e!'1igración")). Por o,tra parte, en el cuerpo
del escnto podla Leerse «La Seu d Urgel se ha convertido
en los últimos años, en. el «oasis)) al- que acuden, los
que participªn en las movidas noches andorranas. Los
fines de semana algunos jóvenes del principado bajan
a buscar a locales de la Seu y a casas de amigos peque­
ñas cantidades de hachís. «La policía andorrana controla
demasiado y, si te pillan con una china te llevan al tale­
gO)), comenta un muchacho que reside desde hace unos
meses en Andorra. «En la Seu, es diferente, si te lo mon­
tas y tie.nesamigos es fácil encontrar chocolate)), añade
el mismo joven)). Finalmente, el reportaje se ilustra con
una fotografía' claramente definida de la fachada de la
discoteca llamada «LuxLiry)), sin que alo largo de todo
el reportaje se hiciese mención alguna' 8' la misma.

~) " A: res~ltas .de. la p.ublicación del. citado reportaje
penodlstlco,lospropletanos dela mencionada discoteca
interpusieron por sí y también en nombre de la sociedad
titular de la misma, demanda contra el mencionado dia­
rio, su director y el periodista au.tordel artículo, por con­
siderar que co'n elm'ismo se había producidounaintro­
~Tüsiónil:eQítimaen .~u.derecho a~ honor ya,la. propia
Jmag!3'l' picha .'. dé~an,da fue tra,f!litada por el JlJzg~.do
de Primera Inslancla l1um., 2 Qe Llelda, en cuya Senten~ia,
de 10 de .mayo de 1989,_ se estimaron parcialmé'nte
las pretensJones actoras, condenando a los ahora deman:'
dantes de amparo, al. pago de uriairndemnización, así
como a la publicación de la parte dispositiva' de la
Sentencia. ' .

c) Contra esta resolución judicial se interpuso recur-'
so de apelación ante la Audiencia Provincial de Barce­
lona. Por S~ntencia de 8 de octubre de 1990, se reVocó
la dictada. en la instancia por considerar la. Sala que
las personas jurídicas no son titulares del derecho al
honor reconocido por el arto 18.1 e.E., aun cuando pue­
dan tene~ otras fo~mas de salvaguardar' su reputación
o comercial de acuerdo con la legislación específica que
las regula y protege. ' ,

d) Esta Sentencia sería recurrida en casación ante
la Sala Primera del Tribunal Supremó., A juicio de la Sala
las personas jurídicas también tienefl derecho al honor,
por lo que, tras considerar que la fotografía. que acom­
pañaba al reportaje había supuesto una intromisiónile­
gítima en el de la sociedad recurrente e, indirectamente,
en el de sus propietarios, casó la Sentencia y condenó
a los demandados al pago de una indemnización de
dos millones y medio de pesetas así como a la publi­
cación de la parte dispositiva de la Sentencia. "

3. En su demanda de amparo aducen los recurren­
tes la vulneración de' sus derechos fundamentales ex
arts. 20. 1 d) y 24 de la Co'nstitución. En primer lugar,
porque la S~ntencia impugna'da ha vulner'ado su derecho
,a difundir una información veraz que reconoce el, art.
20.1 d) C.E. En efecto, en su criterio los contenidos del
reportaje se limitaban a expresar un hecho evidente y
notorio, conocido por toda la población de la Seu d'Urgel,
por lo que la información difundida era inequívocamente
veraz desde la perspectiva del citado derecho funda­
mental. Por otra parte, la fotografía que acompañaba
a la información escrita era sólo un elemento gráfico

elegido al. azar, como lo demues~ra.el hecho de que
,n~ se hubiese efectuado referenCia alguna a la citada
d.lscoteca. en todo el texto del reportaje. Por consiguiente,
sler:--?o la Información ver~z y no ha~iéndosehecho impu­
t~CIO~ alguna. a 1a mencionada drscoteca o a 'sus pro­
pietariOS, debiera prevalecer el derecho de información
sobre cualquier hipotética vulneración del derecho al'
honor de la ,entidad mercantil o de sus propietarios. Por .
,?t~a parte, dada la naturaleza eminentemente persona­
IIslma del derecho al honor, tampoco puede realizarse
una extensión del mismo a las personas jurídicas como
extralimitando sus contenidos, se argumentó' en la
Sentencia. .

'En segundo lugar, estiman los actores que la Sen­
tencia impugnada ha lesionado su derecho a la tutela
judicial efectiva que garantiza el arto 24.1 C.E.~ puesto
quel~ Sente~cia re~l:'rrida :efectúa una interpretación
excesIva de la efectIvidad del derecho al honor como
límite a la libertad de información. La SentenCia carece
así de razonamiento ,alguno capaz de. fundamentar las
afirmaciones que en ella se contienen al partir de una
incorrecta ponderación de los derechos fundamentales
en conflicto.

4. .Por sendas proyide'ncias de 5 dé julio de 1994,
[a Sección Segunda acordó admitir a trámite la demanda
y, en a~licación .de .10. prev~sto ene.1 arto 51 LOTC, requerir
de l~sorganC?s JU~ICtales Intervementes en la vía judicial
previa-el testimOniO de las actuaciones interesando .. asi­
mismo, el emplazamiento de cuantos hubieren sido'par­
tes er:' el. procesQ judicial antecedente. para que com~
pare9les~n ar:--te ~este Tribunal Constitucional en.elplazo
de dIez dlassl aSI lo estimasen conveniente para la defen­
~a de- ~us dere.c.hosé intereses. De igual .modo y por
Interesarse expresamente en la demanda, se ordenó Jor­
mar ·Ia c~rr~spon~iente pieza separ~da de'suspensión
queculmlOo medIante Auto de la Sala Primera de 20
de,jl:'lio d~ 1994, por el que se'acordóela suspensión
parcl~,1 de la Sentencia impugnada, denegándose la sus­
pe,!slon respecto del pagode las indemnizaciones y man·
t~nlén~~se en lo relativo a la publicación de su parte
dISpositiva. '

5. Por .providencia de 17 de octubre de. 1994 la
Sección ,Segunda acordó tener por personado y p~rte
al Sr.. Sa.nchez Masa en. nombre y representación de
I~ ~mtldad «Lux'1ry, S.A.)) y otras dos personas m'ás,enten­
dlendose con el las sucesivas actuaciones, y dándole
traslado de las existentes, así como a los recurrentes
y al .Ministerio f=:.iscal para qu~, a tenor de lo dispuesto
en. el art; 52.1 LOTC, presentase en el plazo común de
vemte dlas las alegaCiones que estimasen pertinentes.

6. El aleg.ato del Ministerio Fiscal fue'registrado el
día 16 de noviembre de 1994.. En él se interesa la dene­
gación d.el.amparo .s,olicitado, por cuanto, ensu opinión,
no ha eXistido la leslon de deréchos fundamentales sobre
los que .se articula la demanda. Entiende el Ministerio
Público que, en el caso que nos'ocupa, el problema fun­
da.ment~1 radica en la valoración, efectuada por la Sala
Pnmera de los derechos fundamentales en conflicto, por
cuanto que -otorga preferencia al honor sobre el derecho
de ~n!ormación. per<? refiriendo el primero a una sociedad
a,!onlm~, propletana de una discoteca. Es cierto que la
afirmaCIón ,de que las personas jurídicas de base mera­
mente patrimonial ostentan por sí la titularidad del dere­
cho al- honor, podría oponerse a la doctrina de ia STC
107/1988, de la que se podría inferir que el honor,
como derecho fundamental, es un valor referible tan sólo
a personas indiv.idualmente consideradas. Sin eníbargo,
no es menos cierto que, a la luz de la más reciente
STC 214/1991 [fundamento jurídico 6 .ob)], no puede
hablarse de una exclusión radical en laevéntual titu­
laridad de ese derecho fundamental, puesto que en esta
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Sentencia se admite la posibilidad de apreciar la lesión
del derecho al honor en aquellos casos en los que, aun
tratándose de ataques referidos a un determinado colec­
tivo de personas, aquéllos trasciendan a sus -miembros
o' componentes, siempre y cuañdo éstos sean identi­
ficables i en el seno de' la colectividad. En· esta línea se
mueve, en criterio' del Ministe'rio Fiscal, la Sentencia de.!
Tribunal Supremo cuya impugnación ahora se pretende,
y en cuyo furTdamento jurídico 3.° se declara que «La
razón de hacer extensiva, aunque de ·forma matizada,
la protección dé las personas jurídicas, descansa, pre­
cisamente, en la proyección' o repercusión que tengan
sobre sus socios o componentes»: Por ello mismo, y
en cuanto que en la referida Sentencia se razona la afec­
tadón del honor de los dos socios principales de la enti­
dad agraviada, con argumentos basados en el conoci­
miento público de su responsabilidad en la gestión de
la misma y por tratarse de una ciudad pequeña en los
que la repercusión de .tales ataques es más fácil y,grave,
no puede. apreciarse, a juicio del Ministerid Público, una
ponderación constitucionalmente inadecuada de los.
derechos fundamentales en conflicto.

En lo que concierne ala denunciada vulneración del
derecho a una tutela judicial efectiva, señala el Ministerio
Fiscal que en éste, como en otros muchos casos, la queja
se confunde con la invocada lesión del arto 18. 1 C.E.
(por todas, STC 170/1994). De ahí que, ensu opinión,
bajo la aparienéia de una pretensión autónoma se repro­
duzca la anterior. En todo caso, considera el Ministerio
Público que la Sala Primera del Tribunal Supremo realizó
una ponderación adecuada de los derechos fundatnen­
tales que entran en-colisión, respetando sustancialmente
sus contenidos,' aunque algunos de los razonamientos
de la Sentencia impugnada sean discutibles. Finalm'ente;
y tras precisar que es el derecho al honor y no .el derecho'
a la propiaimag~n el que en el caso actúa como límite
a la libertad de expresiónt ' concluye su alegato intere­
sando la desestimación del amparo solicitad9.'

7. Los demandantes de amparo registraron su escri­
to de alegaciones el día 14 de noviembre de 1.994. En
el mismo, tras reiterar sustancialmente los argumentos
ya expuestos en su escrito "de demanda, se señala que
no ha quedado acreditado en el proceso ningunarelación
de causa efecto entre la inclusión aleatoria en el reportaje
efectuado de la fotografía de la discoteca «Luxury» y
la eventual lesión de su derecho al hOñor. A mayor abun-

,damiento se añade que el hecho de no haberse ejercitado
el derecho de rectificación ni por la entidad ni por sus
socios principales avala claramente la no vulneración
de su honor Yl1ue, tncluso, los propios razonamientos
de la Sentencia dictada en apelación deben servir de
fundamento para la estimación del presente recurso de
amparo.

8. Mediante escrito de 14 de noviembre de 1994,
la representación procesal de la merca'ntil «Luxury, S.A.»,
y, de los Sres. Miguelsanz y Cortés presentó sus ale­
gaciones. En su criterio, la simple a~usiónen el reportaje
a las discotecas, en plural, que. abren los sábados por
la\nocne., y la fotografía de ~na de las dos únicas exis­
tentes en la Seud'Urgel, hace que el lector de forma
refleja y subliminal alcance la conclusión de que en dicho
estaQlecimiento se practica y tolera el tráfico de drogas.
La informac,iqn difundida es, por lo tanto, claramente
difamatoria y hace desmerecer a los actores de la con­
sideración ajena. Más, si cabe, en una pequeña población

. C9mo la Seu, en la que los actores pasarían por ser
promotore,s o' encubridores de una'actividad tipificada
penalmente y ~ocialmente reprochable. Por otra parte,

. añade esta representación, es indudable que la infor­
mación difundida supone un grave descrédito y ocasiona
una importante pérdida de prestigio a la entidad mer-

cantil que explota la citada discoteca, lo que, en su día,
se tradujo en una importante pérdida de su clientela
y, por tanto, de 'los beneficios sociales. Ni' existe duda

,sobre la realidad de la intromisión ilícita en el honor
de los litigantes, ni sobre la legitimación de la entidad
mercantil para defender por sí ese honor, a través del
cauce de la Ley Orgánica 1/1982, pues, lo contrario,
obligaría a cada uno de los socios a 'promover acciones
individuales al amparo del art. 1.902 del Código Civil.
De acuerdo con todo lo expuesto se coneluye solicitando
I,a desestimación de la dema'nda de amparo.

9. POf providencia de 7 de diciembre de 1995, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 11 del mismo mes y año....., ...

11. Fundamentos jurídicos

1. . La presente demand,a de amparo, interpuesta por
,la empresa periodística «Dipr.io de la Mañana, S.A.», y
don José Ramón Correal Modol, se dirige contra la Sen-

. tencia de la. Sala Primera del Tribunal Supremo, de 5
de abril de 1994, que desestimó el recurso de casación
formulado. en su día por los propietarios de la discoteca
«Luxury, S.A.» contra la Sentencia dictada por la Audien­
cia Provincial de Barcelona de 8 de octubre de 1990.

El objeto del presente recurso de amparo se contrae
a lo qu.e los actores considerán incorrecta ponderación
de ·Ios derechos fundamentales en conflicto -libertad
de expresión versus derecho al honor- por la Sentencia
que impugnan, puesto que, a su juicio, ni .las personas
jurídicas pueden ser titulares de dicho derecho funda­
mental,exart. 18.1 C.E., ni se ha vulnerado tal derecho,
por lo que, en su consecuencia, la Sala Primera del Tri-.
bunal Supremo debió desestimar la demanda interpuesta
contra ellos por el cauce especial de ,la Ley Orgánica
1/1982, de Protección del derecho al honor, a la inti­
midad y a la propia imagen. Este, es el núcleo funda­
rt1ental del recurso, 'aunque colateralmente se formulen
otras consideraciones al respe<;:to.

2. La cuestión así planteada ya ha sido resuelta-en
su estricta dimensión constitucional- por la reciente STC
139/1995, cuyos fundamentos jurídicos-deben tenerse
ahOfa por reproducidos, y en la que expresamente se
declaró que «el significado del derecho al honor ni puede
ni debe excluir de su ámbito de protección a las personas
jurídicas)) (fundamento jurídico 5.°). Lé;' aplicacipn de la
doctrina constitucional expuesta conduce directamente
a la desestimación de la queja principal de los actores,
puesto que el hecho de que la Sala Primera del Tribunal
Supremo admitiese, en la Sentencia cuya impugnación
ahora se fo~mula~ que las personas jurídicas pueden ser

- titulares del derecho al honor no supone, como preten­
den los recurrentes, el establecimiento de un límite ile­
gítimo al derecho de información, sino, por el contrario,
una interpretaoión constitucionalmente. adecuada .del
alcance subjetivQ del derecho al honor que reconoce
el arto 18. 1 de la Constitución.

3. Por, otra parte, la aplicación de la doctrina de
este Tr~bunal sobre el ejercicio constitucionalmente lícito
del derecho a una información veraz ex art. 20.1.d) C.E.
conduce, igualmente, a la desestim'ación de los demás
extremos sobre los que se vertebra la presente demanda
de amparo. .

En efecto, reiteradamente. ha declarado este Tribunal
que la exigencia constitucional de la veracidad de la
información, a que se refiere el arto 20. 1 d) C.E., significa
que el informador tiene un especial deber de contrastar
las fuentes de la información en orden a comprobar la
veracidad de los hechos que expone, mediante las opor­
tunas averiguaciones debidamente contrqstadas,-..y
empleando la diligencia media exigible a un profesional
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(por todas SSTC 6/1988 y 105/1990). En el caso pre­
sente, el contenido literario del reportaje se' ilustró con
una fotografía'en la que se identificaba con toda claridad
la fachada del local en el que desempeña su actividad
la mercantil «Luxury" S.A.)), la cual -según reconocen
los recurrentes- no estaba directamente implicada en
la información, siendo un pretexto gráfico para. acom- .
pañar el contenido de lo relatado por escrito. En la Sen­
tencia del Tribunal Supremo (cuyos antecedentes de
hecho no podemos revisar, sino tan solo el «juicio de
ponderación»-), tras el análisis detenido de los distintos
materiales obrantes en autos, se razona que esa publi­
cación conjunta de texto e imagen provoca en el receptor
de la información la convicción de que la entidad objeto
de tal fotografía es la protagonista de los hechos rela­
tados en el reportaje por lo que, aunque estos fueren
ciertos con carácter general, la información se convierte
en inveraz al asociarse con la imagen de la entidad
fotografiada.

Partiendo, pues, de la declaración de hechos proba­
dos efectuada por, el juzgador de instancia, hemos de
confirmar el juicio de ponderación entre el derecho «a
comunicar información veraz» del arto 20.1 d)C.E. y el
derecho al honor de los arts. 18.1 Y 20.4 C.E. efectuada
por la Sentencia del Tribunal Supremo recurrida, pues,
si bien el contenido de lo que se afirmaba en el reportaje
no vulneró los límites constitucionales de la libertad de
información (ya que, en términos gener~les, fue veraz
y relevante), no podemos afirmar otro tanto en todo lo
referente a la incorporación de la fotografía al reportaje,
la cual al, asociar 'el contenido de, una información, en
sí misma neutral" a una persona determinada, provocp
en el lector la convicción de que la parte recurrida es
autora de los hechos narrados, convirtiendo, así, en inve­
raz la noticia en todo lo referente a di.cha autoría y oca..
sionando un ilegítimo sacrificio del derecho al honor de
la demandada, toda vez que dicho elemento gráfico del
reportaje conla perfecta y clara identificaCión del nombre
de la'discoteca no era necesario para la difusión de una
información en la que se trataba de denunciar el con­
sumo y tráfico de droga en locales frecuentados por
la juventud y que, además, la falta de diligencia en la
selección del mismo ocasionó una intromisión ilegítima
en el hqnor ajeno, susceptible de ser reparada por la
vía de la Ley Orgánica 1/1982. Esta ponderación de
los derechos fundamentales en conflicto realizada por
el Tribunal Supremo, no puede considerarse contraria
al contenido "constitucionalmente declarado de los cita­
dos derechos fundamentales, por lo que, también en
cuanto a este particular, la presente demanda de amparo
ha de ser desestimada: .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José Ramón
Correal Modol y «Diario de la Mañana, S.A.».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial' del
Estado)).

Dada en Madrid, a once de diciembre de mil nove­
Cientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
centeGimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel' Jiménez de Parga y Cabrera.-Ja­
vier Delgado Barrio.--Firmado y rubricado.

747 Sala Segunda. Sentencia 184/1995, de 12
de diciembre de 1995. Recurso de amparo
2.398/1994. Contra Resolución del Goberna­
dor civil de Ciudad Real por la que se impuso
al demandante sanción de clausura y multa
por incumplimiento de horario de cierre de
establecimiento abierto al público del que son
titulares los recurrentes; Vulneración del prin­
cipio de legalidad: límites de la potestad san­
cionadora de la Administración.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon, y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.398/94 interpuesto
por doña EmelinaGarcía-Pozuelo Ruiz-Constantino, don
Diego Pére~ Lara, don Vicente JoséSánchez-Migallón
Sánchez-Gil y don José Angel Villa Fernández-Arroyo,
a quienes representa la Procuradora de los Tribunales
doñ~ Rosina' Montes Agustí y defiende el Letrado don
Tomás Fernández..Arroyo Tebar, contra la Resolución que
el Gobernador civil de Ciudad Real dictó el 29 de enero
de -1991. Han sido parte el Abogado del Estado y el
Ministerio Fiscal, actuando como Ponente el Magistrado
don 'Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa el pare­
cer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Doña Emelina García-Pozuelo Ruiz Constantino,
don Diego Pérez Lara,don 'Vicente, José Sánchez-Mi­
gallón Sánchez-Gil y don José Angel Villa Fernández-Arro­
yo, en escrito que presentaron el 6 de julio de 1994,
interpusieron el recurso de amparo de que se hace mérito
en el encabezami.ento, donde se dice que el29 de enero
de 1991 el Gobernador civil de Ciudad Real dictó Reso­
lución imponiéndoles, al amparo de lo dispuesto en el
art 81.35 del Reglamento General de Policía de Espec- .
táculos Públicos y Actividades Recreativas, aprobado por
Real Decret02.a 16/1982, de 27 de agosto, y como
titulares del «DiscO-Pub Idea)), sito en la localidad de
Manzanares (Ciudad Real), las sanciones de clausura de
dicho establecimiento durante un mes y multa de cien
mil pesetas por incumplimiento del horario de cierre del
local. Frente a tal Resolución sancionadora interpusieron,
por el cauce especial y sumario previsto en la Ley
62/1978, recurso contenciosO-administrativo que fue
estimado en la Sentencia que la Sala de dicho orden
jurisdiccional del Tribunal Superior de Justicia de Cas­
tilla-La Mancha dictó el 9 de mayo de 1991, en la que
anuló el mencionado acto sancionador por vulnerar, el
art. 25 e.E. El Abogado del Estado recurrió la Sentencia
en apelación, siendo estimado el recurso en la que el
15 de septiembre de 1993 pronunció la Sección Séptima
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo por considerar
que el acto sancionador impugnado no infringía el citado
precepto constitucional.

Los actores sostienen en su demanda de amparo que
el acto sancionador del Gobernador Civil de Ciudad Real,
y la Sentencia del Tribunal Supremo en cuanto vino
a confirmarlo, infringen el art. 25.1 e.E, porque el
arto 81.35 del Reglamento General de Policía de Espec­
táculos Públicos y Actividades Recreativas, en cuya apli-


